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QUE ADICIONA UN ÚLTIMO PÁRRAFO A LA FRACCIÓN X DEL ARTÍCULO 20 DE LA CONSTITUCIÓN POLÍTICA DE LOS ESTADOS UNIDOS MEXICANOS, PRESENTADA POR EL DIPUTADO RAFAEL GARCÍA TINAJERO PÉREZ, DEL GRUPO PARLAMENTARIO DEL PRD, EN LA SESIÓN DE LA COMISIÓN PERMANENTE DEL MIÉRCOLES 8 DE JUNIO DE 2005 

El suscrito diputado, integrante del grupo parlamentario del Partido de la Revolución Democrática a la LIX Legislatura del Congreso de la Unión, con fundamento en los artículos 71, fracción II, de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos y 55, fracción II del Reglamento para el Gobierno Interior del Congreso General de los Estados Unidos Mexicanos, vengo a presentar la siguiente: 

Iniciativa con proyecto de decreto por el que se adiciona un último párrafo a la fracción X del artículo 20 de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, al tenor de la siguiente: 

Exposición de Motivos 

La presunción de inocencia debe entenderse como una salvaguarda de la libertad individual para poder impedir los ultrajes a la misma y proveer a la necesidad de seguridad jurídica. 

Esta, constituye un derecho fundamental observado constitucionalmente de manera expresa en distintos países, y lejos de ser un mero principio teórico de derecho, representa una garantía procesal insoslayable para todos; "es la máxima garantía del imputado y uno de los pilares del proceso penal acusatorio". 

De ahí, que hasta en tanto no exista una resolución judicial debidamente ejecutoriada, que declare la responsabilidad penal de una persona, debe presumírsele inocente. 

El Pleno de la Suprema Corte de Justicia de la Nación al respecto ha sostenido en síntesis que de la interpretación armónica y sistemática de los artículos 14, párrafo segundo, 16, párrafo primero, 19, párrafo primero, 21, párrafo primero, y 102, apartado A, párrafo segundo, de la ley fundamental, debe estimarse que los principios constitucionales del debido proceso legal y el acusatorio resguardan en forma implícita el diverso principio de presunción de inocencia, dando lugar a que el gobernado no este obligado a probar la licitud de su conducta cuando se le imputa la comisión de un delito, en tanto que el acusado no tiene la carga de probar su inocencia, puesto que el sistema previsto por la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos le reconoce, a priori, tal estado, al disponer expresamente que es al Ministerio Público a quien incumbe probar los elementos constitutivos del delito y de la culpabilidad del imputado. 

En los instrumentos internacionales de derechos humanos de los que México es parte, se ha sostenido que la prolongación de la prisión preventiva, con su consecuencia natural de sospecha indefinida y continua sobre un individuo, constituye una violación del principio de presunción de inocencia reconocido por el artículo 8.2 de la Convención Americana. Cabe precisar, sin embargo, que la existencia de un contexto de creciente sospecha contra una persona en el curso del proceso criminal no es "per se" contrario al principio de presunción de inocencia. Tampoco lo es el hecho de que esta sospecha progresiva justifique la adopción de medidas cautelares, como la prisión preventiva, sobre la persona del sospechoso. 

El numeral antes referido, obliga a los Estados a recopilar el material incriminatorio en contra del acusado de un cargo criminal, con el propósito de "establecer su culpabilidad". El establecimiento de la culpabilidad implica la formulación de un juicio de reproche en una sentencia definitiva. Si el Estado no determina el juicio de reproche dentro de un plazo razonable y justifica la prolongación de la privación de libertad del acusado sobre la base de la sospecha que existe en su contra, está, fundamentalmente, sustituyendo la pena con la prisión preventiva. De este modo la detención preventiva pierde su propósito instrumental de servir a los intereses de una buena administración de justicia, y de medio se transforma en fin. En el caso, la privación de libertad prolongada sin condena es una violación de su derecho de presunción de inocencia. 

La intervención del Estado resulta inminente ante la denuncia de un hecho ilícito, de modo que el juzgador para llegar a determinar la situación jurídica del procesado, requiere que se haya vigilado la transparencia del proceso, con el objeto de crear certeza -la que debe ser jurídicamente construida- sobre la culpabilidad o inocencia, de lo que resulta la necesidad de construir la culpabilidad, la cual, sólo puede ser declarada en una sentencia. 

Luego entonces, la certeza se convierte en la columna principal para llegar a la conclusión de culpabilidad, por lo que no bastan los indicios, sino que es necesario que se cree la convicción de la culpabilidad del sujeto activo, por lo que para ser responsable de un acto delictivo, la situación básica de inocencia debe ser destruida mediante la certeza con pruebas suficientes e idóneas; caso contrario debiera permanecer el estado básico de libertad. 

De lo anterior se infiere que, mientras no exista una sentencia firme, ninguna autoridad pública debiera presentar a una persona como culpable o brindar información en tal o cual sentido a los medios de comunicación social. 

Por lo que proponemos que una vez consagrada constitucionalmente, la presunción de inocencia deje de ser un principio constitucional ("in dubio pro reo") para convertirse en un derecho fundamental que vincula a todos los poderes públicos y que es de aplicación inmediata. 

Esa, es sin duda, la visión que debe otorgarse a la presunción de inocencia, como un derecho fundamental y no como un principio constitucional. 

Por lo antes expuesto nos permitimos someter a la consideración de la H. Cámara de Diputados del Congreso de la Unión, como integrante del poder revisor de la Constitución, el siguiente proyecto de 

Decreto por el que se adiciona un último párrafo a la fracción X del artículo 20 de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos 

Artículo Único.- Se adiciona un último párrafo a la fracción X del artículo 20 de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, para quedar como sigue: 

Artículo 20.- ... 

A. ... 

I al IX. ... 

X. ... 

... 

... 

... 

Toda persona se presume inocente mientras no se le haya declarado culpable en sentencia ejecutoriada.
Transitorio 

Único.- El presente decreto entrará en vigor al día siguiente al de su publicación en el Diario Oficial de la Federación. 

Salón de Sesiones de la Honorable Cámara de Diputados del Congreso de la Unión. 

Dip. Rafael García Tinajero Pérez (rúbrica) 

(Turnada a la Comisión de Puntos Constitucionales. Junio 8 de 2005.) 
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